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del derecho a la asistencia jurídica gratuita, lo que hará a través del sis-
tema de información del Consejo General de la Abogacía.

La obtención de dicha información por parte del Colegio a través del 
sistema del Consejo General de la Abogacía se someterá a lo dispuesto en 
la Resolución de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueban 
los programas y aplicaciones informáticas para la consulta de datos catas-
trales y la obtención de certificados catastrales telemáticos.

Cuarta. Presentación de declaraciones.–Los colegiados, actuando 
como mandatarios de los obligados tributarios, podrán presentar las 
declaraciones catastrales correspondientes a aquellas alteraciones 
inmobiliarias que éstos les encomienden, siempre que correspondan a 
alteraciones inmobiliarias localizadas en municipios cuyos Ayuntamien-
tos no se hayan acogido al procedimiento de comunicación previsto en 
el artículo 14. b del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario o 
por hechos, actos o negocios jurídicos sobre los que no se haya estable-
cido el procedimiento de comunicación.

Previamente a su presentación, los colegiados deberán remitir al Cole-
gio las declaraciones catastrales para la comprobación y verificación de 
la calidad de los datos consignados y de la documentación aportada. 
Cuando las declaraciones se hubieran cumplimentado incorrectamente o 
no se hubiera aportado la documentación preceptiva, el Colegio proce-
derá a su devolución para que sean subsanados los defectos que se hubie-
ren observado.

Realizado este trámite, el Colegio o los propios colegiados presenta-
rán las declaraciones en la Gerencia Territorial del Catastro de Teruel, o 
bien, directamente en el Ayuntamiento del municipio en el que se ubiquen 
los inmuebles, siempre que dicho Ayuntamiento haya suscrito un conve-
nio de colaboración con la Dirección General del Catastro para la tramita-
ción de las declaraciones catastrales.

A estos fines, el Colegio y la Gerencia Territorial del Catastro de Teruel 
podrán acordar en el seno de la Comisión mixta de vigilancia y control, el 
procedimiento de registro de documentos que se estime más adecuado 
para garantizar el cumplimiento de los plazos reglamentariamente esta-
blecidos para la presentación de declaraciones ante el Catastro o sus 
entidades colaboradoras.

Quinta. Protección de datos de carácter personal.–El Colegio, en el 
ejercicio de las funciones previstas en el presente Convenio, adecuará sus 
actuaciones a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal, al texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario, aprobado por Real Decreto 1/2004, de 5 de marzo, al Real 
Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla dicho texto refun-
dido, así como a la Resolución de la Dirección General del Catastro regu-
ladora de la gestión del Punto de Información Catastral.

Sexta. Régimen jurídico.–El presente Convenio se suscribe al ampa-
ro de lo establecido en el artículo 4 del texto refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario, así como en los artículos 62 y siguientes del Real 
Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla dicho texto refun-
dido.

Serán competentes los Tribunales del orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo, para resolver los litigios que pudieran surgir sobre 
la interpretación, cumplimiento, extinción, resolución y efectos del pre-
sente convenio, así como sobre las responsabilidades por los perjuicios 
que, con motivo del ejercicio de las funciones pactadas, el Colegio o sus 
colegiados, puedan causar a la Dirección General del Catastro.

Séptima. Comisión Mixta de Vigilancia y Control.–Se constituirá 
una Comisión mixta de vigilancia y control que, formada por dos miem-
bros de cada parte, será presidida por el Gerente Territorial del Catastro 
de Teruel y que velará por el cumplimiento de las obligaciones de ambas 
partes, adoptará cuantas medidas y especificaciones técnicas sean preci-
sas y resolverá las cuestiones que puedan plantearse sobre la interpreta-
ción y cumplimiento del Convenio.

La Comisión mixta de vigilancia y control deberá constituirse formal-
mente en un plazo máximo de un mes desde la formalización del presente 
Convenio. Dicha Comisión celebrará cuantas sesiones extraordinarias 
sean necesarias para el cumplimiento de sus fines, previa convocatoria al 
efecto de su Presidente, por propia iniciativa o teniendo en cuenta las 
peticiones de los demás miembros. En todo caso, la Comisión mixta de 
vigilancia y control se reunirá ordinariamente una vez al año, a fin de 
verificar y comprobar el resultado de las obligaciones contraídas estable-
ciendo las directrices e instrucciones que considere oportunas.

Esta Comisión ajustará su actuación a las disposiciones contenidas en 
el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común y en los artículos 64.6 y 67 del Real Decreto 417/2006, 
de 7 de abril.

Octava. Suspensión del Convenio.–Cuando la Gerencia detecte que 
se ha producido un uso indebido de la información catastral protegida por 
parte del Colegio, o dispusiera de indicios fundados de alguna posible 
infracción de los requisitos y reglas que rigen el acceso a dicha informa-
ción y su difusión, procederá, como medida cautelar, a acordar la suspen-
sión de la vigencia del convenio e iniciará las oportunas comprobaciones 

e investigaciones tendentes a constatar las circunstancias en que se hayan 
producido los hechos de que se trate. El resultado de las comprobaciones 
efectuadas se pondrá en conocimiento de la Dirección General del Catas-
tro, que resolverá según proceda.

Novena. Vigencia, eficacia y denuncia del Convenio.–De conformi-
dad con los artículos 66 y 67 del Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, el 
presente convenio entrará en vigor desde la fecha de su firma y extenderá 
su vigencia hasta el 31 de diciembre de 2008, prorrogándose tácitamente 
por sucesivos periodos anuales, salvo que sea objeto de suspensión o 
denuncia.

La denuncia del Convenio podrá formularse por cualquiera de las par-
tes en cualquier momento, surtiendo efecto, salvo acuerdo en otro sen-
tido, a los quince días de su notificación fehaciente.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio en dupli-
cado ejemplar en el lugar y fecha anterior mente indicados.–El Director 
General del Catastro, Jesús Salvador Miranda Hita y la Decana del Colegio 
de Abogados, Lucía Solanas Marcellán. 

 7851 RESOLUCIÓN de 16 de abril de 2008, de la Dirección 
General del Catastro, por la que se publica el Convenio con 
el Ilustre Colegio de Abogados de Zaragoza.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y el Ilus-
tre Colegio de Abogados de Zaragoza un Convenio de colaboración en 
materia de Gestión Catastral, procede la publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo de esta Resolu-
ción.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 16 de abril de 2008.–El Director General del Catastro, Jesús 

Salvador Miranda Hita.

ANEXO

Convenio entre la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos 
(Dirección General del Catastro) y el Ilustre Colegio de Abogados 

de Zaragoza, de colaboración en materia de gestión catastral

En Madrid y Zaragoza, a 31 de marzo del año dos mil ocho.

De una parte:

D. Jesús S. Miranda Hita.
Director General del Catastro, en ejercicio de las competencias que 

tiene delegadas por Resolución de la Secretaría de Estado de Hacienda 
y Presupuestos de 24 de septiembre de 2004 (BOE n.º 235, de 29 de sep-
tiembre).

De otra parte:

D. Francisco Javier Hernández Puértolas.
Decano del Ilustre Colegio de Abogados de Zaragoza, cuya representa-

ción desempeña de conformidad con el artículo 48.2 del Estatuto General 
de la Abogacía Española, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de 
junio.

EXPONEN

Primero.–El texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, establece en su 
artículo 4 que la formación y mantenimiento del Catastro Inmobiliario y la 
difusión de la información catastral es de competencia exclusiva del 
Estado y que dichas funciones se ejercerán por la Dirección General del 
Catastro, directamente o a través de las distintas fórmulas de colabora-
ción que se establezcan con las diferentes Administraciones, Entidades y 
Corporaciones Públicas.

Por su parte, el Real Decreto 1552/2004, de 5 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Hacienda establece que la Dirección General del Catastro ejercerá las 
funciones relativas a la formación, mantenimiento, valoración y demás 
actuaciones inherentes al Catastro Inmobiliario.

Segundo.–El Real Decreto 417/2006, de 7 de abril (BOE de 24 de abril), 
por el que se desarrolla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobi-
liario, en su Título IV incluye las previsiones normativas necesarias para 
fijar el marco al que deben someterse los convenios que, sobre la colabo-
ración en materia de gestión catastral, se suscriban, así como el régimen 
jurídico específico de los mismos.

Tercero.–El artículo 92 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, relativo al principio de colaboración social en la gestión de 
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tributos, establece que ésta podrá instrumentarse a través de acuerdos 
entre la Administración Tributaria y las entidades interesadas.

Cuarto.–De conformidad con la disposición adicional tercera del 
citado Real Decreto 417/2006, la Comisión Provincial de Asistencia Jurí-
dica Gratuita de Zaragoza ha autorizado al Ilustre Colegio de Abogados de 
Zaragoza a acceder a los datos catastrales de carácter protegido necesa-
rios para la tramitación de las solicitudes de reconocimiento del derecho 
a la asistencia jurídica gratuita.

Quinto.–El marco normativo para el ejercicio de la profesión de abo-
gado que constituye el Estatuto General de la Abogacía Española define 
la función y características de la abogacía en su primer artículo como una 
profesión libre e independiente que presta un servicio a la sociedad en 
interés público, asumiendo en exclusiva la función de defensa y asisten-
cia letrada.

La suscripción del presente Convenio amplía aún más las posibilida-
des de prestaciones de los colegiados y del Colegio a quienes les enco-
mienden el cuidado de sus intereses y a la sociedad en general y responde, 
en el marco básico de colaboración fijado por el convenio suscrito con el 
Consejo General de la Abogacía Española el 7 de marzo de 2007, a la con-
veniencia de abrir nuevos cauces de cooperación con la Dirección Gene-
ral del Catastro, lo que propiciará además la consecución del común 
objetivo de acercamiento de la Administración pública a los ciudadanos.

Por otra parte, la fórmula de actuación suscrita permite facilitar a los 
interesados el cumplimiento de sus obligaciones tributarias ante el Catas-
tro y acceder telemáticamente a la información catastral a través del 
Punto de Información Catastral, cuya gestión asumirá el Ilustre Colegio 
de Abogados de Zaragoza. Permite, además, la obtención telemática de 
los necesarios datos catastrales para la tramitación de las solicitudes de 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, a través de la 
Oficina Virtual del Catastro.

En consecuencia, las partes intervinientes proceden a la formalización 
del presente convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.–Es objeto del presente convenio la 
colaboración entre la Dirección General del Catastro, a través de la 
Gerencia Regional del Catastro de Aragón-Zaragoza, y el Ilustre Colegio 
de Abogados de Zaragoza (en adelante Colegio), para el desarrollo de 
actuaciones dirigidas a facilitar a los ciudadanos la consulta y certifica-
ción de datos catastrales, así como la presentación de declaraciones 
ante el Catastro, en régimen de encomienda de gestión, de acuerdo con 
las condiciones que figuran especificadas en las cláusulas del convenio, 
cuyo ámbito territorial de aplicación es el propio de la demarcación del 
Colegio.

Es objeto, además, del presente Convenio la obtención telemática de 
los necesarios datos catastrales para la tramitación de las solicitudes de 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, a través de 
la Oficina Virtual del Catastro, en los términos que más adelante se 
exponen.

Segunda. Establecimiento de un punto de información catastral.–El 
Colegio se compromete a prestar el servicio de acceso electrónico a la 
información catastral mediante el establecimiento en su sede de Zaragoza 
de un Punto de Información Catastral, en las condiciones establecidas en 
el artículo 72 del Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desa-
rrolla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, y en la Reso-
lución de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueba el 
régimen jurídico de establecimiento y funcionamiento de los Puntos de 
Información Catastral.

El Punto de Información Catastral permitirá la consulta y certificación 
telemática de la información incorporada a la Base de Datos Nacional del 
Catastro y será gestionado por el Colegio, mediante el acceso a la Oficina 
Virtual del Catastro, previo consentimiento del titular catastral de los 
inmuebles, que será necesario siempre que se pretenda acceder a datos 
catastrales protegidos.

La utilización de dicho servicio no se condiciona a la pertenencia al 
Colegio que suscribe el presente convenio. Las solicitudes de información 
catastral y la documentación que debe acompañarlas podrán presentarse 
en el Punto de Información Catastral por medios electrónicos, informáti-
cos o telemáticos. Igualmente, la información catastral podrá entregarse 
al solicitante por los mismos medios.

Con la periodicidad que acuerde la Comisión mixta de vigilancia y 
control, y como máximo, mensualmente, se remitirá por el Colegio a la 
Gerencia Regional del Catastro de Aragón-Zaragoza, a efectos de su con-
trol, las solicitudes presentadas por los interesados y la documentación 
que las acompañe, entre la que se encontrará la del consentimiento a que 
se refiere el párrafo anterior y, en su caso, el documento por el que se 
acredite la representación que ostente el solicitante, todo lo cual podrá 
realizarse por medios telemáticos, en cuyo caso el Colegio conservará la 
documentación original a disposición de la citada Gerencia Regional.

Tercera. Asistencia jurídica gratuita.–El Colegio obtendrá telemá-
ticamente, sin requerir el consentimiento del titular catastral, la informa-
ción que requiera para la tramitación de las solicitudes de reconocimiento 
del derecho a la asistencia jurídica gratuita, lo que hará a través del sis-
tema de información del Consejo General de la Abogacía.

La obtención de dicha información por parte del Colegio a través del 
sistema del Consejo General de la Abogacía se someterá a lo dispuesto en 
la Resolución de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueban 
los programas y aplicaciones informáticas para la consulta de datos catas-
trales y la obtención de certificados catastrales telemáticos.

Cuarta. Presentación de declaraciones.–Los colegiados, actuando 
como mandatarios de los obligados tributarios, podrán presentar las 
declaraciones catastrales correspondientes a aquellas alteraciones inmo-
biliarias que éstos les encomienden, siempre que correspondan a altera-
ciones inmobiliarias localizadas en municipios cuyos Ayuntamientos no 
se hayan acogido al procedimiento de comunicación previsto en el artí-
culo 14. b del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario o por 
hechos, actos o negocios jurídicos sobre los que no se haya establecido el 
procedimiento de comunicación.

Previamente a su presentación, los colegiados deberán remitir al Cole-
gio las declaraciones catastrales para la comprobación y verificación de 
la calidad de los datos consignados y de la documentación aportada. 
Cuando las declaraciones se hubieran cumplimentado incorrectamente o 
no se hubiera aportado la documentación preceptiva, el Colegio proce-
derá a su devolución para que sean subsanados los defectos que se hubie-
ren observado.

Realizado este trámite, el Colegio o los propios colegiados presenta-
rán las declaraciones en la Gerencia Regional del Catastro de Aragón-
Zaragoza, o bien, directamente en el Ayuntamiento del municipio en el 
que se ubiquen los inmuebles, siempre que dicho Ayuntamiento haya sus-
crito un convenio de colaboración con la Dirección General del Catastro 
para la tramitación de las declaraciones catastrales.

A estos fines, el Colegio y la Gerencia Regional del Catastro de Aragón-
Zaragoza podrán acordar en el seno de la Comisión mixta de vigilancia y 
control, el procedimiento de registro de documentos que se estime más 
adecuado para garantizar el cumplimiento de los plazos reglamentaria-
mente establecidos para la presentación de declaraciones ante el Catas-
tro o sus entidades colaboradoras.

Quinta. Protección de datos de carácter personal.–El Colegio, en el 
ejercicio de las funciones previstas en el presente Convenio, adecuará sus 
actuaciones a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal, al texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario, aprobado por Real Decreto 1/2004, de 5 de marzo, al Real 
Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla dicho texto refun-
dido, así como a la Resolución de la Dirección General del Catastro regu-
ladora de la gestión del Punto de Información Catastral.

Sexta. Régimen jurídico.–El presente Convenio se suscribe al 
amparo de lo establecido en el artículo 4 del texto refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario, así como en los artículos 62 y siguientes del Real 
Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla dicho texto refun-
dido.

Serán competentes los Tribunales del orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo, para resolver los litigios que pudieran surgir sobre 
la interpretación, cumplimiento, extinción, resolución y efectos del pre-
sente convenio, así como sobre las responsabilidades por los perjuicios 
que, con motivo del ejercicio de las funciones pactadas, el Colegio o sus 
colegiados, puedan causar a la Dirección General del Catastro.

Séptima. Comisión Mixta de Vigilancia y Control.–Se constituirá 
una Comisión mixta de vigilancia y control que, formada por dos miem-
bros de cada parte, será presidida por el Gerente Regional del Catastro de 
Aragón-Zaragoza y que velará por el cumplimiento de las obligaciones de 
ambas partes, adoptará cuantas medidas y especificaciones técnicas sean 
precisas y resolverá las cuestiones que puedan plantearse sobre la inter-
pretación y cumplimiento del Convenio.

La Comisión mixta de vigilancia y control deberá constituirse formal-
mente en un plazo máximo de un mes desde la formalización del presente 
Convenio. Dicha Comisión celebrará cuantas sesiones extraordinarias 
sean necesarias para el cumplimiento de sus fines, previa convocatoria al 
efecto de su Presidente, por propia iniciativa o teniendo en cuenta las 
peticiones de los demás miembros. En todo caso, la Comisión mixta de 
vigilancia y control se reunirá ordinariamente una vez al año, a fin de 
verificar y comprobar el resultado de las obligaciones contraídas estable-
ciendo las directrices e instrucciones que considere oportunas.

Esta Comisión ajustará su actuación a las disposiciones contenidas en 
el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común y en los artículos 64.6 y 67 del Real Decreto 417/2006, 
de 7 de abril.

Octava. Suspensión del Convenio.–Cuando la Gerencia detecte que 
se ha producido un uso indebido de la información catastral protegida por 
parte del Colegio, o dispusiera de indicios fundados de alguna posible 
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infracción de los requisitos y reglas que rigen el acceso a dicha informa-
ción y su difusión, procederá, como medida cautelar, a acordar la suspen-
sión de la vigencia del convenio e iniciará las oportunas comprobaciones 
e investigaciones tendentes a constatar las circunstancias en que se hayan 
producido los hechos de que se trate. El resultado de las comprobaciones 
efectuadas se pondrá en conocimiento de la Dirección General del Catas-
tro, que resolverá según proceda.

Novena. Vigencia, eficacia y denuncia del Convenio.–De conformi-
dad con los artículos 66 y 67 del Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, el 
presente convenio entrará en vigor desde la fecha de su firma y extenderá 
su vigencia hasta el 31 de diciembre de 2008, prorrogándose tácitamente 
por sucesivos periodos anuales, salvo que sea objeto de suspensión o 
denuncia.

La denuncia del Convenio podrá formularse por cualquiera de las par-
tes en cualquier momento, surtiendo efecto, salvo acuerdo en otro sen-
tido, a los quince días de su notificación fehaciente.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio en dupli-
cado ejemplar en el lugar y fecha anterior mente indicados.–El Director 
General del Catastro, Jesús Salvador Miranda Hita y el Decano del Cole-
gio de Abogados, Francisco Javier Hernández Puértolas. 

 7852 RESOLUCIÓN de 11 de abril de 2008, de la Dirección 
General de Coordinación Financiera con las Entidades 
Locales, por la que se publica el Convenio de colaboración 
entre el Ministerio de Economía y Hacienda y la Comuni-
dad Autónoma del Principado de Asturias, para el inter-
cambio de información sobre riesgos asumidos por las 
entidades locales de su área geográfica, que formarán 
parte de la Central de Información de Riesgos de las Enti-
dades Locales.

El Ministerio de Economía y Hacienda y la Comunidad Autónoma del 
Principado de Asturias han suscrito un Convenio de Colaboración para el 
intercambio de información sobre riesgos asumidos por las Entidades 
Locales de su área geográfica, que formarán parte de la Central de Infor-
mación de Riesgos de las Entidades Locales (CIR-Local). En cumpli-
miento de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 8 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, procede la publicación 
en el Boletín Oficial del Estado del citado Convenio, que figura como 
anexo de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 11 de abril de 2008.–El Director General de Coordinación 

Financiera con las Entidades Locales, Alain Cuenca García.

ANEXO

Convenio de colaboración entre el Ministerio de Economía y 
Hacienda y la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, 
para el intercambio de información sobre riesgos asumidos por 
las entidades locales de su área geográfica, que formarán parte 
de la Central de Información de Riesgos de las Entidades Locales 

(CIR-Local)

En Madrid, a 8 de abril de 2008.

INTERVIENEN

De una parte, D.ª Juana María Lázaro Ruiz, Subsecretaria del Ministe-
rio de Economía y Hacienda, en virtud de las competencias que tiene 
delegadas por Orden EHA/3057/2004, de 21 de septiembre.

De otra parte, D. Jaime Rabanal García, Consejero de Economía y 
Asuntos Europeos de la Comunidad Autónoma del Principado de Astu-
rias, autorizado para la firma del presente Convenio por Acuerdo del 
Consejo de Gobierno de fecha 7 de febrero de 2008.

Ambas partes se reconocen mutuamente la calidad con la que cada 
uno interviene, así como la capacidad legal suficiente para obligarse 
mediante el presente Convenio en los términos que en él se contienen, y 
al efecto,

EXPONEN

El principio de colaboración entre las Administraciones Públicas se 
encuentra recogido, entre otras normas, en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, que prevé en su artículo 4.1d), 

entre los principios que debe presidir las relaciones entre las Administra-
ciones Públicas, el de lealtad institucional, en cuya virtud deberán «pres-
tar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que las otras 
Administraciones pudieran recabar para el eficaz ejercicio de sus compe-
tencias.» En particular, en materia de intercambio de información, el 
párrafo c) de ese mismo precepto regula la exigencia de «facilitar a las 
otras Administraciones la información que precisen sobre la actividad 
que desarrollen en el ejercicio de sus propias competencias».

En aplicación de este principio general, los representantes de ambas 
partes (por un lado, el Ministerio de Economía y Hacienda y, por otro, la 
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, a quien, en virtud de su 
Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley Orgánica 7/1981, de 30 de 
diciembre, de Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, corres-
ponde la tutela financiera respecto de los Entes Locales de su área geo-
gráfica) consideran necesario el establecimiento de un sistema estable de 
colaboración mutua para el intercambio de información sobre riesgos 
asumidos por las Entidades Locales de dicha Comunidad Autónoma, con 
el fin de integrar dicha información en la Central de Información de Ries-
gos de las Entidades Locales (CIR Local).

La CIR Local es el instrumento para el seguimiento por la Administra-
ción del Estado del endeudamiento del sector local, en orden al cumpli-
miento de los compromisos asumidos por España con la Unión Europea, 
en especial los referentes a la sostenibilidad de las políticas presupuesta-
ria y de endeudamiento del conjunto de las Administraciones Públicas.

El artículo 24 del texto refundido de la Ley General de Estabilidad 
Presupuestaria, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2007, de 28 de 
diciembre, establece que el Ministerio de Economía y Hacienda manten-
drá «una central de datos de carácter público que provea la información 
sobre las operaciones de crédito, la emisión de deuda o cualquier otra 
apelación de crédito o asunción de riesgos y las cargas financieras de 
ellas derivadas, concertadas por la Administración General de las Entida-
des Locales y demás sujetos de ella dependientes a que se hace referencia 
en el artículo 2.1.d) y 2.2 de esta Ley», es decir, organismos autónomos, 
entes públicos dependientes que presten servicios o produzcan bienes 
que no se financien mayoritariamente con ingresos comerciales y resto de 
entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles y demás enti-
dades de derecho público dependientes.

En idéntico sentido se pronuncia el artículo 55 del Texto Refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, estableciendo la obligación por parte de 
las distintas Administraciones públicas de remitir los datos necesarios a 
tal fin, que tendrán carácter público.

El Real Decreto 1463/2007, de 2 de noviembre, por el que se aprueba el 
reglamento de desarrollo de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria 
en su aplicación a las Entidades Locales, incorpora en su Título V la regu-
lación sobre la CIR-Local. Su artículo 38 establece las fuentes de informa-
ción de las que se nutre la misma, entre las que figuran las Comunidades 
Autónomas que ejercen tutela financiera sobre las Entidades locales de su 
territorio. Las mismas están obligadas a suministrar la información sobre 
endeudamiento local que conozcan en el ejercicio de la citada competen-
cia y, especialmente, la referida a las operaciones que, de acuerdo con la 
Ley, están sometidas a autorización autonómica.

Señala la norma a tal efecto que la Administración General del Estado 
podrá establecer convenios de colaboración con dichas Comunidades 
Autónomas para el intercambio de información sobre riesgos asumidos 
por las Entidades locales de su área geográfica, que se extenderán a la 
información sobre operaciones de crédito que no precisando autorización 
pueda ser facilitada por aquéllas a la CIR Local.

Estos convenios han de basarse en el principio de reciprocidad, lo que 
permitirá a las Comunidades Autónomas disponer de la información exis-
tente en la CIR Local referida a las Entidades de su demarcación.

Por lo anteriormente expuesto, y de conformidad con lo establecido 
en el artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, redactado conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero, ambas 
partes acuerdan suscribir el presente Convenio de Colaboración que se 
regirá por las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.–El presente Convenio tiene por objeto la colabora-
ción entre el Ministerio de Economía y Hacienda y la Comunidad Autó-
noma del Principado de Asturias, para el intercambio de información 
sobre riesgos financieros asumidos por las Entidades Locales de dicha 
Comunidad Autónoma.

Segunda. Suministro de información por la Comunidad Autó-
noma del Principado de Asturias.–La Comunidad Autónoma del Princi-
pado de Asturias se compromete a suministrar al Ministerio de Economía 
y Hacienda, a través de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupues-
tos y, en particular, de la Dirección General de Coordinación Financiera 
con las Entidades Locales, la información sobre endeudamiento local que 


